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SCI-257-2015
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Ing. Luis Paulino Méndez Badilla, Rector a.i.
Licda. Silma Elisa Bolaños Cerdas, Jefe de Área de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Económicos de la Asamblea Legislativa
Ing. Luis Paulino Méndez Badilla, Presidente a.i. del Consejo Nacional de Rectores (CONARE)
MBA. Luis Guillermo Carpio, Presidente del Consejo Universitario
Universidad Estatal a Distancia (UNED)
Licda. Sandra León Coto, Presidenta Consejo Universitario
Universidad Nacional (UNA)
Dr. Jorge Murillo Medrano, Presidente Consejo Universitario
Universidad de Costa Rica (UCR)



	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
6 de mayo de 2015

	
	

	Asunto:
	Sesión Ordinaria No. 2916, Artículo 8, del 6 de mayo de 2015.  Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de Ley de Control Financiero de los Presupuestos Públicos, Transparencia y Responsabilidad Fiscal, Expediente Legislativo No. 19.406 


Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE: 

1. La Secretaría del Consejo Institucional recibe correo electrónico de oficio ECO-24-2015, del 8 de abril de 2015, suscrito por la Licda. Silma Elisa Bolaños Cerdas, Jefe de Área de la Asamblea Legislativa, dirigido al Dr. Julio Calvo Alvarado, Rector, en el cual solicita el criterio del Proyecto: “Ley de Control Financiero de los Presupuestos Públicos, Transparencia y Responsabilidad Fiscal”, Expediente Legislativo No. 19.406.

2. En Sesión del Consejo Institucional No. 2913, se conoce el oficio y se dispone solicitar criterio a los señores Bernal Martínez y Jorge Carmona, Miembros del Consejo Institucional e Integrantes del grupo de apoyo a la Rectora y Rectores de las Universidades Públicas, en la Negociación Fondo de la Educación Superior (Agenda Nacional), lo cual se hizo mediante el oficio SCI-218-2015, del 17 de abril de 2015.



3. Mediante oficio SCI-217-2015, del 17 de abril de 2015, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al MBA. William Vives, Vicerrector de Administración, se solicita criterio del Proyecto “Ley de Control Financiero de los Presupuestos Públicos, Transparencia y Responsabilidad Fiscal”, Expediente Legislativo No. 19.406.

4. El MBA. Bernal Martínez Gutiérrez, el Ing. Jorge Carmona, MSc., y el Dr. Gerardo Meza C., con fecha 29 de abril de 2015, remiten propuesta sobre el Proyecto “Ley de Control Financiero de los Presupuestos Públicos, Transparencia y Responsabilidad Fiscal”, Expediente Legislativo No. 19.406, en los siguientes términos:

“1. Los diputados Otto Guevara Guth y Mario Redondo Poveda, han presentado el Proyecto de Ley denominado: “Ley de Control Financiero de los Presupuestos Públicos, Transparencia y Responsabilidad Fiscal”, el cual se encuentra contenido en el Expediente Legislativo No. 19.406.

En dicha propuesta se pretende reformar los artículos 1, 9, 21, 24, 83 y 110 de la Ley No. 8131, de 18 de setiembre de 2001 y sus reformas, Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos.

El Artículo 1 del Proyecto plantea que las Universidades Estatales quedan sujetas al régimen económico-financiero de los órganos y entes administradores cubiertos por ese cuerpo normativo. 

2. La modificación planteada, varía el alcance de la Ley actual, referida en la reforma y se cita así:

“Artículo 1.- Ámbito de aplicación
La presente ley regula el régimen económico-financiero de los órganos y entes administradores o custodios de los fondos públicos. Será aplicable a:
a) La Administración Central que deberá ser entendida para efectos de esta ley, como el Poder Ejecutivo y sus dependencias, los Poderes Legislativo y Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, sus dependencias y órganos auxiliares, sin perjuicio del Principio de Separación de Poderes estatuido en la Constitución Política.
b) La Administración Descentralizada, las empresas públicas del Estado, y los órganos desconcentrados con personalidad jurídica.
c) Las Universidades Estatales, las municipalidades y la Caja Costarricense de Seguro Social.
d) También ……”

3.En el inciso c) de este artículo, circunscribe a las universidades a la generalidad de la aplicación de la ley debido a que elimina la excepción que se le hacía a las Universidades Estatales, que claramente reza  la Ley actual en ese mismo artículo, específicamente en el inciso d):

	“…

d) Las universidades estatales, las municipalidades y la Caja Costarricense de Seguro Social, únicamente en cuanto al cumplimiento de los principios establecidos en el título II de esta Ley, en materia de responsabilidades y a proporcionar la información requerida por el Ministerio de Hacienda para sus estudios. En todo lo demás, se les exceptúa de los alcances y la aplicación de esta Ley. (la negrita y subrayado no pertenece al texto original) …”

Esto le resta a la autonomía de las universidades, pues las supedita en todo lo concerniente a la gestión financiera y presupuestaria, al Poder Ejecutivo a través de la Autoridad Presupuestaria.

4. Este Proyecto de Ley en consulta propone serias restricciones de tipo financiero y presupuestario que surgirían de una Autoridad presupuestaria administrativa reguladora de todo el ámbito público y disposiciones e instrucciones sobre gasto y crecimiento en el sector universitario, totalmente al margen de criterios técnicos universitarios y desarrollo nacional.  Esto claramente se evidencia en la modificación de los artículos 9, 21 y 24 de la Ley 8131, en ella somete a las universidades a una alineación y un acatamiento a ultranza de lo que se dicta en los mismos. (ver cuadro comparativo).

	Ley 8131
	Reforma planteada

	Artículo 9°- Obligatoriedad de las normas y los lineamientos.
Los proyectos de presupuesto de los entes y órganos del sector público deberán prepararse acatando las normas técnicas y los lineamientos de política presupuestaria dictados por el órgano competente.
	“Artículo 9.- Obligatoriedad de las normas, los lineamientos y reglas fiscales.
Los proyectos de presupuesto de los entes y órganos del sector público, las municipalidades y las instituciones autónomas, las empresas públicas y los órganos desconcentrados, deberán prepararse para acatar: 

1.- Las normas técnicas y los lineamientos de política presupuestaria dictados por el órgano competente, 2.- Las reglas fiscales de superávit primario para el gobierno central, 3.- El límite al crecimiento del gasto primario y el límite al endeudamiento público contempladas en esta ley.”

	“Artículo 21.- Autoridad Presupuestaria. …. funciones específicas:
a) Formular, para la aprobación posterior del órgano competente según el inciso b) del presente Artículo, las directrices y los lineamientos generales y específicos de política presupuestaria para los órganos referidos en los incisos a), b) y c) del Artículo 1, incluso lo relativo a salarios, empleo, inversión y endeudamiento. No estarán sujetos a los lineamientos de la Autoridad Presupuestaria los órganos mencionados en el inciso d) del Artículo 1, además de los entes públicos, cuyos ingresos provengan, mediante una legislación especial, del aporte de los sectores productivos a los que representan.”
	“Artículo 21.- Autoridad Presupuestaria
Para los efectos del ordenamiento presupuestario del sector público, existirá un órgano colegiado denominado Autoridad Presupuestaria. Además de asesorar al Presidente de la República en materia de política presupuestaria, tendrá las siguientes funciones específicas:
a) Formular las directrices y los lineamientos generales y específicos de política presupuestaria para los órganos referidos en los incisos a), b), c) y d) del artículo 1, incluso lo relativo a salarios, empleo, inversión y endeudamiento.”

	Artículo 24.- Cumplimiento de los lineamientos. 
Los órganos de la Administración Central cuyos presupuestos deben ser aprobados por la Contraloría General de la República, así como los incluidos en el inciso c) del Artículo 1 de esta Ley, remitirán a la Autoridad Presupuestaria copia de sus documentos presupuestarios cuando los presenten a la Contraloría para su aprobación, con el propósito de verificar el cumplimiento de las directrices y los lineamientos generales y específicos de política presupuestaria. La Autoridad Presupuestaria informará a la Contraloría General de la República sobre los resultados de esta verificación.
	“Artículo 24.- Cumplimiento de los lineamientos
Las instituciones autónomas, las municipalidades, y los órganos de la Administración Central que deberá ser entendida como aquella que incluye a los Poderes Legislativo y Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, sus dependencias y órganos auxiliares, sin perjuicio del principio de separación de Poderes estatuido en la Constitución Política, cuyos presupuestos deben ser aprobados por la Contraloría General de la República, así como las empresas públicas, remitirán a la Autoridad Presupuestaria copia de sus documentos presupuestarios cuando los presenten a la Contraloría para su aprobación, con el propósito de verificar el cumplimiento de las directrices, los lineamientos generales y específicos de política presupuestaria y las reglas fiscales de superávit primario para el Gobierno central, el límite al crecimiento del gasto primario y el límite al endeudamiento público contempladas en esta ley. La Autoridad Presupuestaria informará a la Contraloría General de la República sobre los resultados de esta verificación.”



5. Dicho Proyecto de Ley, no tiene fundamentación en cuanto a la necesidad de incluir a las Universidades Estatales en dichas regulaciones y por el contrario se presenta como una amenaza directa y una afrenta al régimen de la Autonomía Universitaria contenida en la Constitución Política de Costa Rica, en los artículos 188 y 190 y ubica al Sistema Universitario Estatal en una situación de inestabilidad y vulnerabilidad que limitarían su crecimiento y desarrollo.

6. La Sala Constitucional, en el Voto número 1313-93, de las trece horas cincuenta y cuatro minutos del 26 de marzo de 1993, en su considerando VI, ha indicado sobre el significado del concepto de autonomía, establece:

“… esa autonomía, que ha sido clasificada como especial, es completa y por esto, distinta de las del resto de los entes descentralizados en nuestro ordenamiento jurídico (regulados principalmente en otra parte de la carta Política: artículos 188 y 190), y significa, para empezar con una parte de sus aspectos más importantes, que aquellas que están fuera de la dirección del Poder Ejecutivo y de su jerarquía, que cuentan con todas las facultades y poderes administrativos necesarios para llevar adelante el fin especial que legítimamente se les ha encomendado; que pueden autodeterminarse, en el sentido de que están posibilitadas para establecer sus planes, programas, presupuestos, organización interna y estructurar su gobierno propio…”

En el Proyecto de Ley se afirma lo siguiente:

“Nuestro sistema de gobierno es centralizado, unitario y republicano. No  tenemos un sistema federal, de ahí que el Estado debe concebirse como uno soo (SIC).  El constituyente determinó un capítulo sobre el Presupuesto de la República,  dentro del título de la Hacienda Pública, aplicable al Estado y a todas sus  instituciones, independientemente de la autonomía otorgada a ciertas instituciones  y aunque estas instituciones u órganos fueran de relevancia constitucional, por  una simple razón: manejan fondos públicos y no deben manejarlos de una forma  aislada, sino coordinada por el Poder Ejecutivo, de conformidad con el artículo 176”.  

La afirmación reseñada en el considerando anterior obvia que la Sala Constitucional ha indicado en el voto 6564-2002 de las nueves horas con dieciocho minutos del 5 de julio del 2002, que las universidades estatales están fuera de la dirección del Poder Ejecutivo. En efecto, en ese Voto la Sala IV indicó lo siguiente:

“Así, las universidades públicas gozan de esta autonomía completa que les permite estar fuera de la dirección del Poder Ejecutivo y en ese tanto cuentan con las facultades y poderes administrativos necesarios para llevar adelante el fin que les fue encomendado, asimismo se les reconoce un poder de autodeterminación para establecer los planes, programas, presupuestos, organización interna y la posibilidad de estructurar su propio gobierno”.

7. La autonomía debe contener aspectos administrativos, políticos, organizativos y financieros  para que sea completa y por lo tanto, las Universidades Públicas deben gozar de todas las condiciones jurídicas necesarias para que puedan cumplir a cabalidad con su misión de educación superior.

8. Las Universidades Estatales tienen definidas con rango constitucional los mecanismos, procedimientos y formas de negociación y coordinación con el Poder Ejecutivo.

9. La regulación alrededor de la autonomía que tiene rango constitucional, no puede modificarse para que quede sujeta a las directrices presupuestarias controladas por el Poder Ejecutivo de turno”.

5. La Secretaría del Consejo Institucional recibe oficio VAD-157-2015, de fecha 30 de abril de 2015, suscrito por el MBA. William Vives Brenes, Vicerrector de Administración, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite criterio sobre Proyecto “Ley de Control Financiero de los Presupuestos Públicos, Transparencia y Responsabilidad Fiscal”, Expediente Legislativo No. 19.406 y que dice:

“1.  El proyecto de ley dentro de su ámbito cubre a las universidades públicas

2.  Al órgano colegiado Autoridad Presupuestaria, se le asigna entre otras funciones la formulación de directrices y los lineamientos generales y específicos de política presupuestaria (criterios de formulación, ejecución y liquidación del gasto público) para los órganos referidos en la ley, entre ellos las universidades públicas, estas directrices serán en todo orden y explícitamente indican sobre salarios, empleo, inversión y endeudamiento.  

Esto es una clara violación a la autonomía universitaria y una intromisión en la independencia que tienen las universidades para darse su propio gobierno y tomar sus propias decisiones, establecer sus controles y determinar el rumbo para su desarrollo.

Le dan a la Autoridad Presupuestaria funciones de control presupuestario sobre las universidades públicas que tiene en general la Contraloría General de la República, duplicando esfuerzos y mal gastando recursos.  Esta Autoridad Presupuestaria debe controlar todas las directrices y lineamientos dictados por ella misma, particularmente en lo relacionado con los lineamientos generales y específicos de política presupuestaria y las reglas fiscales de superávit primario (diferencia entre ingreso total y el gasto total excluidas las asignaciones destinadas al pago de intereses de la deuda pública interna y externa), el límite al crecimiento del gasto primario y el límite al endeudamiento público.

Los presupuestos públicos, dentro de ellos los de las universidades requerirán no solo de la aprobación de la Contraloría, si no que adicionalmente la Autoridad Presupuestaria deberá enviar a la CGR el resultado de su revisión, creando otra fase dentro del proceso de aprobación de los presupuestos universitarios, aumentando burocracia.

3. La Autoridad Presupuestaria tomará decisiones que podrían afectar negativamente la posibilidad que actualmente tienen las universidades de establecer su estructura su gobierno, sus planes, programas y presupuestos, limitando la autonomía consagrada en la Constitución Política y la cual se clasificado como especial, completa y distinta de la del resto de los entes descentralizados.  Es posible que como parte de las directrices y lineamientos dicten los porcentajes de crecimiento de los salarios, relación de la masa salarial con el presupuesto, gastos de operación y monto de inversión en relación con el presupuesto total, dejando a la administración universitaria en una total indefensión y como ente exclusivamente ejecutor, eliminando su carácter estratégico y responsable del desarrollo universitario, en sus tres dimensiones fundamentales de docencia, investigación y extensión.  Es necesario imaginarse a la Autoridad Presupuestaria diseñando el modelo de universidad que necesita Costa Rica y el tipo y calidad de educación superior que los costarricenses requieren, el legislador fue visionario cuando declaró la autonomía universitaria, porque comprendió que la universidad pública no puede ni debe ser influenciada y dirigida considerando únicamente un asunto presupuestario, debe entenderse como el motor que es para producir desarrollo sostenible, bienestar social y desarrollo económico.

4. La Autoridad Presupuestaria y su atribución de formular las directrices y los lineamientos generales y específicos de política presupuestaria podría atentar contra los derechos de nuestros trabajadores y hasta eliminar derechos de tipo convencional que rigen nuestra relación laboral.

5. Este proyecto de ley no puede entenderse o dimensionarse únicamente desde un punto de vista presupuestario y la afectación a los procesos de formulación, ejecución y liquidación presupuestaria, es necesario reflexionar en el intento político de cambiar el mandato constitucional mediante una ley de menor jerarquía.  Es un intento claro del Poder Legislativo de coartar el funcionamiento universitario estatal, posiblemente de limitar su accionar y desde luego la posibilidad de ingreso de estudiante a este sistema, de desmejorar la calidad de la universidad pública e incentivar otros modelos que no son propios de la cultura costarricense.  Invitar a otros actores universitarios a analizar esta propuesta podría ayudar a dimensionar con absoluta claridad los objetivos subyacentes de este proyecto 

Por lo anterior, es criterio de la Vicerrectoría de Administración que es necesario oponerse rotunda y definitivamente a la aprobación de este proyecto y de cualquiera que limite la autonomía universitaria, tratando de disfrazar su intensión en aspectos operativos y de distraer al pueblo de Costa Rica en falsas propuestas de eficiencia del aparato administrativo público y uso prudente y probo de los recursos financieros del Estado”.


SE ACUERDA:

a. Rechazar en todos sus extremos la incorporación de las Universidades Estatales en el Proyecto de “Ley de Control Financiero de los Presupuestos Públicos, Transparencia y Responsabilidad Fiscal”, el cual se encuentra contenido en el Expediente Legislativo No. 19.406.



b. Apoyar al Comité de Defensa de la Autonomía Universitaria y al Consejo Nacional de Rectores, en las acciones que se emprendan ante la Asamblea Legislativa en contra de este Proyecto de Ley.

c. Instar a los Consejos Universitarios de las Universidades Públicas y al Consejo Nacional de Rectores, a que se pronuncien en contra del Proyecto de “Ley de Control Financiero de los Presupuestos Públicos, Transparencia y Responsabilidad Fiscal”, el cual se encuentra contenido en el Expediente Legislativo No. 19.406.

d. Comunicar.  ACUERDO FIRME.



PALABRAS CLAVE:  Proyecto Ley – Presupuestos –Públicos – Expediente 19.054
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